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DEBIDO PROCESO / INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO ÚNICO DE VÍCTIMAS. [S]e advierte que el único documento que consideró la UARIV para negar la solicitud de la actora es la constancia de proceso penal emitida por la Fiscalía General de la Nación, en la que se indica que se desconocen los autores y motivos del homicidio de la señora Miriam Escobar de Bernal, lo que de ningún modo permite descartar el conflicto armado colombiano en amplio sentido, como móvil de los acontecimientos victimizantes. Así pues, en este contexto, gozando las afirmaciones de la señora Bernal Escobar de veracidad, conforme lo dispone el numeral 1º del artículo 2.2.6.5.1.4 del Decreto 1084 de 2015, no bastaba con el análisis de dicha prueba para negar su inclusión en el RUV, máxime cuando, a falta de evidencia que confirmara que razones personales o de otra índole fueron las que dieron lugar a asesinato de la madre de la tutelante, debió darse aplicación a los principios de buena fe, debido proceso y favorabilidad, conforme lo consagra el parágrafo 3º del artículo 2.2.23.11 ibídem. Consecuente con lo anterior, se revocará la sentencia impugnada y en su lugar, se tutelará el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular la señora Luz Stella Bernal Escobar y se dispondrá a la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, doctora Gladys Celeide Prada Pardo, que en el término improrrogable de diez (10) días proceda a incluir en el Registro Único de Víctimas a la señora Luz Stella Bernal Escobar. 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintitres de mayo de dos mil diecisiete
Acta N° 0         23741 de mayo de 2017
Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por la señora LUZ STELLA BERNAL ESCOBAR contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el día 27 de marzo de 2017, dentro de la acción de tutela iniciado por ésta contra la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Luz Stella Bernal que, por hechos ocurridos en el año 1992, en los que fue lesionada con arma de fuego una de sus hermanas y asesinada su progenitora por parte de grupos al margen de la ley, debió separarse de su grupo familiar y desplazarse hacia la ciudad de Pereira, donde fue recibida por una hermana.

Sostiene que en virtud a éstos hechos, presentó declaración con el fin de ser incluida en el Registro Único de Víctimas (RUV), pero la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas, mediante acto administrativo decidió negar su inscripción por considerar que los supuestos fácticos que rodearon el homicidio de la señora Miriam Escobar de Bernal no estaban relacionados con el conflicto armado interno.

Refiere estar en desacuerdo con ésta decisión, dado que los hechos narrados ocurrieron en la vereda Quebrada Grande del municipio de Versalles - Valle del Cauca, considerada zona de influencia guerrillera.
Considera que la negativa de la llamada a juicio de incluirla en el Registro Único de Victimas vulnera sus derechos fundamentales a la vida digna, al mínimo vital, a la integridad personal y a la igualdad, por lo que solicita su amparo a través de este mecanismo de protección especial buscando que se ordene a la Unidad para la Atención y Reparación Integral de Víctimas, revoque las Resoluciones No 2015-137386  y 2015-18651 y se disponga su inscripción en el registro único de víctimas.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Primero Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado a la Unidad accionada por el término de dos (2) días para que ejercieran su derecho de defensa, los cuales trascurrieron en silencio.
Llegado el día del fallo la funcionaria de primer grado declaró improcedente la protección invocada al advertir que la actora no logró demostrar en el proceso su condición de víctima del conflicto armado colombiano, por lo que para lograr la satisfacción de sus pretensiones que tienen un carácter eminentemente económico, debe acudir ante la justicia ordinaria, toda vez que no tiene la relevancia constitucional que permita la intervención del juez de tutela.
Inconforme con la decisión la parte actora la impugnó haciendo notar que la Corte Constitucional ha considerado a las bandas criminales como parte del conflicto interno, al paso que insiste en la procedencia de la acción de tutela para lograr su inclusión en el Registro Único de Victimas, dado que éste mecanismo es el idóneo para atender los requerimientos de la población desplazada que se encuentra   situación de debilidad manifiesta.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Se vulneran los derechos fundamentales de la accionante cuando se niega su inclusión en el Registro Único de Víctimas porque los hechos que rodearon el homicidio de su progenitora y su desplazamiento no se enmarcan dentro del conflicto armado interno?
1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población
.
2. EFECTOS DEL SILENCIO DE LA ENTIDAD ACCIONADA DURANTE EL TRÁMITE DE TUTELA.   
 
Ha sido consistente la jurisprudencia de la Corte Constitucional en sostener que cuando el accionado no atiende los requerimientos efectuados por el juez de tutela, con el fin de que de respuesta a los hechos expuestos en la demanda, ni justifica tal omisión, debe darse aplicación a la presunción de veracidad consagrada en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 

La Corte Constitucional, en sentencia T – 825 de 2008 señaló en relación con la presunción de veracidad lo siguiente:

“La presunción de veracidad consagrada en esta norma [Artículo 20 del  Decreto 2591 de 1991] encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos fundamentales, y en la obligatoriedad de las providencias judiciales, que no se pueden desatender sin consecuencias, bien que se dirijan a particulares, ya que deban cumplirlas servidores o entidades públicas. Hecha la anterior precisión, la Corte ha establecido que la consagración de esa presunción obedece al desarrollo de los principios de inmediatez y celeridad que rigen la acción de tutela, y se orienta a obtener la eficacia de los derechos constitucionales fundamentales y el cumplimiento de los deberes que la Carta Política ha impuesto a las autoridades estatales (Artículos 2, 6, 121 e inciso segundo del artículo 123 C.P.).
3.  REGISTRO UNICO DE VÍCTIMAS

El procedimiento para el registro de las víctimas del conflicto armado en Colombia, se encuentra prescrito en el artículo 156 de la Ley 1448 de 2011, el cual dispone que “Una vez presentada la solicitud de registro ante el Ministerio Público, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas realizará la verificación de los hechos victimizantes contenidos en la misma, para lo cual consultará las bases de datos que conforman la Red Nacional de Información para la Atención y Reparación a las Víctimas.

Con fundamento en la información contenida en la solicitud de registro, así como la información recaudada en el proceso de verificación, la Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas adoptará una decisión en el sentido de otorgar o denegar el registro, en un término máximo de sesenta (60) días hábiles”. –Negrillas fuera de texto- 
Frente al derecho que tienen las víctimas de ser incluidas en este Registro, la Sala Plena de la Corte Constitucional, al resolver una demanda presentada contra el artículo 3º (parcial) de la Ley 1448 de 2011, mediante sentencia C-781 de 2012 dijo:

 “Para la Corte la expresión ‘con ocasión del conflicto armado’, inserta en la definición operativa de ‘víctima’ establecida en el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, delimita el universo de víctimas beneficiarias de la ley de manera constitucional y compatible con el principio de igualdad, como quiera que quienes lleguen a ser consideradas como tales por hechos ilícitos ajenos al contexto del conflicto armado, aun cuando no sean beneficiarios de la Ley 1448 de 2011, pueden acudir a la totalidad de las herramientas y procedimientos ordinarios de defensa y garantía de sus derechos provistos por el Estado colombiano y su sistema jurídico. La expresión ‘con ocasión del conflicto armado,’ tiene un sentido amplio que cobija situaciones ocurridas en el contexto del conflicto armado. A esta conclusión se arriba principalmente siguiendo la ratio decidendi de la sentencia C-253A de 2012, en el sentido de declarar que la expresión ‘con ocasión de’ alude a ‘una relación cercana y suficiente con el desarrollo del conflicto armado.
Esta conclusión también es armónica con la noción amplia de ‘conflicto armado’ que ha reconocido la Corte Constitucional a lo largo de numerosos pronunciamientos en materia de control de constitucionalidad, de tutela, y de seguimiento a la superación del estado de cosas inconstitucional en materia de desplazamiento forzado, la cual, lejos de entenderse bajo una óptica restrictiva que la limite a las confrontaciones estrictamente militares, o a un grupo específico de actores armados con exclusión de otros, ha sido interpretada en un sentido amplio que incluye toda la complejidad y evolución fáctica e histórica del conflicto armado interno colombiano. Estos criterios, fueron tenidos en cuenta por el Legislador al expedir la Ley 1448 de 2011 y constituyen criterios interpretativos obligatorios para los operadores jurídicos encargados de dar aplicación concreta a la Ley 1448 de 2011.”
Posteriormente, en la sentencia T-556 de 2015, analizando esta misma providencia se concluyó que “existe un universo general de víctimas que son quienes han sufrido menoscabo en su integridad o en sus bienes como resultado de una conducta antijurídica. Dentro de dicho conjunto, hay quienes predican su condición ‘con ocasión del conflicto armado interno.’ No obstante hay quienes no adquieren su calidad derivada de esa específica situación fáctica, como lo serían quienes se ven coaccionados a desplazarse o movilizarse dentro del territorio nacional por acciones de delincuencia común o de bandas criminales. No por ello, dejan de ser víctimas en sentido amplio, ni mucho menos se les priva de su derecho a ser incluidos en el Registro.
Con la expedición del 1084 de 2015, se determinó claramente que el Registro Único de Víctimas –RUV- es una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de registro de víctimas, aclarando “La condición de víctima es una situación fáctica que no está supeditada al reconocimiento oficial a través de la inscripción en el Registro. Por lo tanto, el registro no confiere la calidad de víctima, pues cumple únicamente el propósito de servir de herramienta técnica para la identificación de la población que ha sufrido un daño en los términos del artículo 3 de la Ley 1448 de 2011 y de sus necesidades, y como instrumento para el diseño e implementación de políticas públicas que busquen materializar los derechos constitucionales de las víctimas” –inciso 2º del artículo 2.2.2.11.”
Se establece también en la misma disposición que el RUV incluirá a las víctimas individuales a las que se refiere el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, excluyendo específicamente a quienes reclamen la condición de víctimas por “hechos que ocurrieron por causas diferentes a lo dispuesto en el artículo 3º de la Ley 11448 de 2011”.
4. CASO CONCRETO
En el presente asunto, la actora se duele de la negativa de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas –UARIV-, de incluirla en el Registro Único de Víctimas, alegando que los hechos que dieron lugar al homicidio de su progenitora y generaron su desplazamiento, no ocurrieron con ocasión al conflicto armado interno.

Lo primero que debe decirse es que ningún reproche merecieron en la vía administrativa, los hechos narrados por la señora Bernal Escobar, para alegar su condición de víctima, como tampoco los supuestos fácticos en los que se fundamentó la presente acción constitucional, pues frente a los mismos ningún pronunciamiento efectuó la entidad llamada a juicio, por lo que no ofrecen discusión las circunstancia de tiempo, modo y lugar en que se presentó el asesinato de la señora Miriam Escobar de Bernal y se produjo el desplazamiento de su núcleo familiar.

Ahora, cabe resaltar que, en los términos de la Corte Constitucional, la calidad de víctima no está condicionada por el paso del tiempo ni por el sujeto que perpetró el hecho victimizante y que en ese sentido no se puede negar la inclusión en el RUV cuando la afectación proviene de conductas cometidas por las bandas criminales o la delincuencia común, por lo que le correspondía a la UARIV, en este caso particular, determinar con suficiencia que los hechos en los que se produjo la muerte de la madre de la accionante y se presentó su desplazamiento, resultaban ajenos al conflicto interno, entendiendo éste en el sentido amplío en que lo ha considerado esa Corporación.

En ese sentido, se observa que en el análisis efectuado al momento de negar  la inscripción en el Registro Único de Víctimas, la llamada a juicio se limitó a indicar que al “analizar la documentación no se logra identificar de una manera suficiente, argumentada, clara y objetiva la ocurrencia del hecho victimizante dentro del marco del conflicto armado interno”, al paso que señaló que las herramientas técnicas, tales como la consulta en la base de datos de varias Entidades, no arroja resultado que “desvirtúe lo(s) hecho(s) victimizante(s) analizado(s) en la presente resolución”.
Es más, de la Resolución No 2015-13786 de 2015 –fl 7 a 9- se advierte que el único documento que consideró la UARIV para negar la solicitud de la actora es la constancia de proceso penal emitida por la Fiscalía General de la Nación, en la que se indica que se desconocen los autores y motivos del homicidio de la señora Miriam Escobar de Bernal, lo que de ningún modo permite descartar el conflicto armado colombiano en amplio sentido, como móvil de los acontecimientos victimizantes.
Así pues, en este contexto, gozando las afirmaciones de la señora Bernal Escobar de veracidad, conforme lo dispone el numeral 1º del artículo 2.2.6.5.1.4 del Decreto 1084 de 2015, no bastaba con el análisis de dicha prueba para negar su inclusión en el RUV, máxime cuando, a falta de evidencia que confirmara que razones personales o de otra índole fueron las que dieron lugar a asesinato de la madre de la tutelante, debió darse aplicación a los principios de buena fe, debido proceso y favorabilidad, conforme lo consagra el parágrafo 3º del artículo 2.2.23.11 ibídem.  

Consecuente con lo anterior, se revocará la sentencia impugnada y en su lugar, se tutelará el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular la señora Luz Stella Bernal Escobar y se dispondrá a la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, doctora Gladys Celeide Prada Pardo, que en el término improrrogable de diez (10) días proceda a incluir en el Registro Único de Víctimas a la señora Luz Stella Bernal Escobar. 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE

PRIMERO.- REVOCAR  la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 27 de marzo de 2017.

SEGUNDO.- TUTELAR  el derecho fundamental al debido proceso del cual es titular la señora LUZ STELLA BERNAL ESCOBAR.

TERCERO: ORDENAR  a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL PARA LA AYUDA Y REPARACIÓN INTEGRAL DE VÍCTIMAS –UARIV-  a través de la Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información, doctora Gladys Celeide Prada Pardo, que en el término improrrogable de diez (10) días proceda a incluir en el Registro Único de Víctimas a la señora Luz Stella Bernal Escobar. 

TERCERO.- ENVIAR lo más pronto posible a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES          OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Sentencia T-602 de 2003 M.P. Jaime Araújo Rentería. 





PAGE  
8

